
"2018 - AÑO DE LOS JUEGOS OLÍMPICOS DE LA JUVENTUD"  

JUZGADO DE 1RA INSTANCIA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO Nº 8 

SECRETARÍA N°15  

S.N.C Y OTROS CONTRA OBRA SOCIAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES (OBSBA) SOBRE AMPARO – 

SALUD MEDICAMENTOS Y TRATAMIENTOS  

Número: EXP 9864/2018-0 CUIJ: EXP J-01-00019102- 3/2018-0 Actuación Nro: 12341784/2018 

Ciudad de Buenos Aires, de noviembre de 2018. VISTOS: Los autos citados en el epígrafe, 

caratulados “S.N.C Y OTROS CONTRA OBRA SOCIAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES (OBSBA) 

SOBRE AMPARO-SALUD-MEDICAMENTOS Y TRATAMIENTOS”,  

EXPTE: EXP-9864-2018 / 0), de la Secretaría Nº 15 del Tribuna), en estado de dictar sentencia 

definitiva, de los que, RESULTA: I.- A fs. 1/11 se presentaron S.N.C y S.A.C. e iniciaron acción de 

amparo, en su carácter de afiliados N° xxxxx y N° xxxxx (ver copias de carnets a fs. 16/17), 

respectivamente, contra la Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires (ObSBA). Pretenden que la 

demandada les otorgue la cobertura integral al 100% del tratamiento médico de fertilización 

asistida, de alta complejidad, con donación de óvulos, criopreservación embrionaria y columnas de 

Anexina, hasta lograr el embarazo. Precisaron que también pretenden la cobertura al 100% de la 

medicación, los estudios, internación y demás prácticas y gastos que sean necesarios. 

Manifestaron que ambos trabajan en el Gobierno de la Ciudad de Bs. As. (GCBA) (ver copias de 

recibos de sueldo a fs. 18/19), que conviven desde 2008 y se encuentran unidos civilmente desde 

2010. Si bien han intentado tener descendencia, hasta la fecha no lo han logrado en forma natural 

y espontánea. Expresaron que durante 2016 y 2017 se han sometido a 2 tratamientos de 

fertilización con 4 transferencias de óvulos propios, realizado en la Clínica Pregna (ver copias de 

historia clínica a fs. 23/28), que no tuvieron éxito. Con posterioridad continuaron tratándose en el 

Centro de Salud Reproductiva CER S.A., al que los derivó la ObSBA. Expresaron que en virtud de los 

estudios médicos que les realizaron en ese centro, les diagnosticaron infertilidad y les 

prescribieron la ovodonación (ver constancias médicas a fs. 29/30), en sentido coincidente con lo 

recomendado por los profesionales médicos de la Clínica Pregna (ver fs. 28). Indicaron que el 

tratamiento que requieren se denomina Tratamiento FIV/ICSI por Ovodonación, Congelamiento de 

Embriones, Columnas de Anexina, y que tiene un costo total de $ 86.610.00 (ver presupuestos a fs. 

20/21). Señalaron que la demandada se ha negado sistemáticamente a cubrir el tratamiento 

mencionado. Afirmaron que con el dictado de la Ley N° 26862 y su decreto reglamentario N° 

956/13, resulta indiscutible la obligación de la ObSBA de otorgar cobertura integral en materia de 

fertilidad. Asimismo, alegaron que la conducta de la demandada resulta violatoria de su derecho a 

la salud, reconocido por la Constitución Nacional y diversos tratados internacionales con jerarquía 

constitucional según el artículo 75 inc. 22 CN, y de la garantía constitucional de la igualdad en el 

acceso a la salud y a las prestaciones médicas. Solicitaron una medida cautelar coincidente con el 

objeto de la demanda. Sostuvieron que la verosimilitud de su derecho se encuentra en el derecho 

a la salud. Con relación al peligro en la demora, invocaron las prescripciones médicas que 

aconsejan la pronta realización del tratamiento de fertilización asistida. Afirmaron que el 



comportamiento de la demandada importa un ataque manifiestamente ilegítimo al derecho a la 

salud y al principio de igualdad, un perjuicio grave e irreparable al privarlos de asistencia médica 

en su situación y la ausencia de otro medio judicial más idóneo, dado que la accionada ya ha 

manifestado su negativa a brindarle cobertura para el tratamiento de fertilización que necesita. 

Fundaron la admisibilidad el amparo, y el derecho en el artículo 43 de la Constitución Nacional y la 

Ley N° 16986. Adjuntaron prueba documental y ofrecieron informativa y pericial médica. 

Confirieron autorizaciones e hicieron reserva del caso federal. II.- A fs. 33 Punto III se requirió a la 

demandada que remita las actuaciones administrativas vinculadas con la demanda e informe si 

denegó la cobertura solicitada por los coactores y en su caso las razones. Pese a encontrarse 

debidamente notificada (ver cédula de fs. 36), la ObSBA nada contestó. A fs. 38 se convocó a una 

audiencia de la que da cuenta el acta obrante a fs. 44. En dicha oportunidad, la representante de 

la ObSBA explicó que el tratamiento requerido por los coactores no está cubierto, pues no está 

incluído en el marco de cobertura de la Obra Social y que ésa es la postura institucional de la 

demandada. A fs. 45/48, el tribunal admitió la medida cautelar y se ordenó a la Obra Social de la 

Ciudad de Buenos Aires (ObSBA) que brinde cobertura integral a los coactores S.N.C (DNI N° 

xx.xxx.xxx) y S.A.C (DNI N° xx.xxx.xxx), para la realización del Tratamiento FIV/ICSI por 

Ovodonación, Congelamiento de Embriones, Columnas de Anexina, en el Centro de Salud 

Reproductiva Ser S.A., conforme certificado médico de fs. 29/30, hasta tanto los médicos tratantes 

lo consideren necesario en función de las probabilidades de éxito del tratamiento o se dicte 

sentencia definitiva y esa decisión se encuentre firme, lo que ocurra primero. A fs. 57 la 

demandada expresó que para cumplir lo ordenado, la actora debía presentar un presupuesto ante 

la Mesa de Entradas de la ObSBA. De esa manera, consintió la medida cautelar ordenada. III. A fs. 

51, se ordenó el traslado de la demanda. Sin embargo, pese a estar debidamente notificada (ver 

cédula de fs. 53), la demandada no contestó. Luego de una serie de incidencias relativas al 

cumplimiento efectivo de la medida cautelar, a fs. 101/102, la demandada adjuntó copia de la 

factura expedida por el Centro de Salud Reproductiva CER S.A. por los tratamientos ordenados por 

el tribunal. A fs. 107/110 tomó intervención el Ministerio Público Fiscal. Después de efectuar una 

reseña de la normativa aplicable (Art. 20 CCABA, art. 12 inc A fs. 112 en virtud de lo señalado por 

el dictamen fiscal, se requirió a la actora que informe y acredite el resultado del tratamiento 

realizado como consecuencia de la medida cautelar dispuesta en autos. A fs. 113 la actora informó 

que dos meses atrás su médica tratante le informó que en el lapso de tres a seis meses, cuando 

apareciera una donante de óvulos, se contactarían con ella a fin de continuar el tratamiento. Y que 

se encuentra a la espera de que la citen. Dijo que el tratamiento llevará varios meses más que a la 

fecha no podía precisar. IV. A fs. 114 se ordenó pasar los autos para dictar sentencia, providencia 

que encontrándose firme deja los presentes en estado de resolver. Y CONSIDERANDO: I.- De 

conformidad con lo expuesto, el objeto de la demanda es que se condene a la demandada ObSBA 

a otorgar a los actores la cobertura integral al 100% del tratamiento médico de fertilización 

asistida, de alta complejidad, con donación de "óvulos, criopreservación embrionaria y columnas 

de Anexina, hasta lograr el embarazo, más la cobertura al 100% de la medicación, los estudios, 

internación y demás prácticas y gastos que sean necesarios. II.- Corresponde pronunciarse primero 

sobre la admisibilidad formal del amparo. De los artículos 2 y 5 de la Ley Nº 2145 surge que la 

acción de amparo procede siempre que no exista otro medio judicial más idóneo y que el rechazo 



in limine de la acción procede cuando resulte manifiesto que ésta no cumple con sus requisitos de 

inadmisibilidad. Es decir que para que se verifique su inadmisibilidad formal debe resultar 

manifiesto que existe otro medio judicial más idóneo. La Cámara del Fuero ha sostenido: “Si bien 

la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta a que alude el texto constitucional requiere que la lesión de 

los derechos o garantías reconocidos resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma 

clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de amplio 

debate y prueba, no por ello puede calificarse al amparo como herramienta excepcional. Por el 

contrario, toda vez que esta acción constituye una garantía constitucional, para tutelar de modo 

rápido y eficaz los derechos y garantías, la procedencia del amparo debe ser analizada con un 

criterio amplio, resultando admisible siempre que el proceder impugnado reúna las características 

y efectos aludidos en los textos constitucionales, esto es, respectivamente, ilegitimidad y/o 

arbitrariedad manifiesta y lesión o amenaza de los derechos o garantías objeto de protección.” 

(CCAyT, Sala I, in re: “Q.E.J c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires-Secretaría de Hacienda y 

Finanzas Dirección de Medicina del Trabajo s/Amparo”, de fecha 12 de abril de 2002). Y prosigue 

el mismo decisorio: “La idoneidad de la vía del amparo debe determinarse en cada caso, en 

función de la naturaleza y caracteres que reviste el acto u omisión presuntamente arbitrario o 

ilegítimo y de la concreta necesidad de acudir al proceso de amparo para evitar o hacer cesar 

prontamente sus efectos. Una interpretación diferente importaría limitar indebidamente el 

ámbito de la operatividad de la garantía constitucional”. El igual sentido se ha expedido la Sala II al 

decir: “La acción de amparo no es una acción típica sino genérica como remedio procesal contra 

acciones u omisiones que afecten un derecho o una garantía, en tanto no exista otra vía procesal 

más idónea. La idoneidad, en este contexto, debe entenderse no por la especificidad de una 

acción alternativa sino por sus resultados posibles en relación con el fin perseguido por el amparo, 

esto es la rápida y eficaz solución al problema suscitado por el acto u omisión que lo genera. Esto 

quiere decir que el amparo no es un recurso excepcional sino tan normal como la existencia de 

casos que requieren su interposición” (CCAyT, Sala II, in re: “P.M.R c/Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires s/Amparo (art. 14 CCABA), Exp. Nº 492, 13 de marzo de 2001). De manera tal que, 

dada la afectación a sus derechos esgrimida por la actora, corresponde entender en el amparo 

interpuesto, teniendo en consideración que el tema traído a estudio requiere una rápida y eficaz 

solución al problema generado por la conducta de la demandada. Por tal motivo la vía procesal 

escogida fue adecuada. III.- Cabe recordar que los jueces no se encuentran obligados a resolver 

todos y cada uno de los argumentos expuestos por las partes, sino tan sólo aquellos que sean 

conducentes para resolver el concreto conflicto (confr. Fallos: 258:304, 262:222, 291:390; entre 

otros). En ese entendimiento, la cuestión a decidir se circunscribe a determinar si los actores 

tienen derecho a que la ObSBA les brinde la cobertura integral al 100% del tratamiento médico de 

fertilización asistida, de alta complejidad, con donación de óvulos, criopreservación embrionaria y 

columnas de Anexina, hasta lograr el embarazo, más la cobertura al 100% de la medicación, los 

estudios, internación y demás prácticas y gastos que sean necesarios. Vale destacar que la ObSBA 

no ha contestado la demanda. En base a ello, por aplicación supletoria, conforme art. 26 de la Ley 

N° 2145, de los artículos 53 y 54 del CCAyT, la actora podría haber solicitado que fuese declarada 

en rebeldía y de esa forma obtener una presunción de verdad de los hechos lícitos afirmados en la 

demanda. Sin embargo, la actora no lo hizo. Ante esta situación, cabe recurrir a la aplicación 



supletoria del artículo 279 del CCAyT, y considerar que al no haber negado la ObSBA 

categóricamente los hechos lícitos afirmados en la demanda, su actitud ha importado un 

reconocimiento de la verdad de tales hechos. En el caso, que los actores requieran en términos 

médicos el tratamiento de fertilización asistida que reclaman. Por lo tanto, se considera que la 

ObSBA ha reconocido esa circunstancia que constituye el presupuesto fáctico de la pretensión de 

los actores. Corresponde tratar entonces, el encuadre normativo de lo solicitado en la demanda. El 

artículo 8 de la Ley Nacional N° 26862 dice: “Cobertura. El sector público de salud, las obras 

sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, la 

Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina 

prepaga y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también 

todos aquellos agentes que brinden servicios médicoasistenciales a sus afiliados 

independientemente de la figura jurídica que posean, incorporarán como prestaciones 

obligatorias y a brindar a sus afiliados o beneficiarios, la cobertura integral e interdisciplinaria del 

abordaje, el diagnóstico, los medicamentos y las terapias de apoyo y los procedimientos y las 

técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente 

asistida, los cuales incluyen: a la inducción de ovulación; la estimulación ovárica controlada; el 

desencadenamiento de la ovulación; las técnicas de reproducción asistida (TRA); y la inseminación 

intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente o no, o de 

un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación. Quedan incluidos en el 

Programa Médico Obligatorio (PMO) estos procedimientos, así como los de diagnóstico, 

medicamentos y terapias de apoyo, con los criterios y modalidades de cobertura que establezca la 

autoridad de aplicación, la cual no podrá introducir requisitos o limitaciones que impliquen la 

exclusión debido a la orientación sexual o el estado civil de los destinatarios.” El artículo 8 del 

Decreto N° 956/13, reglamentario de la Ley transcripta, dice: “Cobertura. Quedan obligados a 

brindar cobertura en los términos de la presente reglamentación y sus normas complementarias 

los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud enmarcados en las Leyes Nº23.660 y 

Nº23.661, las Entidades de Medicina Prepaga (Ley Nº26.682), el Instituto Nacional de Servicios 

Sociales para Jubilados y Pensionados (Ley Nº19.032), la Obra Social del Poder Judicial de la 

Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, el Instituto de 

Obra Social de las Fuerzas Armadas, las Obras Sociales Universitarias (Ley Nº24.741), y todos 

aquellos agentes que brinden servicios médico asistenciales independientemente de la forma 

jurídica que posean. El sistema de Salud Público cubrirá a todo argentino y a todo habitante que 

tenga residencia definitiva otorgada por autoridad competente, y que no posea otra cobertura de 

salud. En los términos que marca la Ley Nº26.862, una persona podrá acceder a un máximo de 

CUATRO (4) tratamientos anuales con técnicas de reproducción médicamente asistida de baja 

complejidad, y hasta TRES (3) tratamientos de reproducción médicamente asistida con técnicas de 

alta complejidad, con intervalos mínimos de TRES (3) meses entre cada uno de ellos. Se deberá 

comenzar con técnicas de baja complejidad como requisito previo al uso de las técnicas de mayor 

complejidad. A efectos de realizar las técnicas de mayor complejidad deberán cumplirse como 

mínimo TRES (3) intentos previos con técnicas de baja complejidad, salvo que causas médicas 

debidamente documentadas justifiquen la utilización directa de técnicas de mayor complejidad. 

Quedan incluidos en el PROGRAMA MEDICO OBLIGATORIO (PMO), los procedimientos y las 



técnicas de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo para la reproducción médicamente 

asistida reguladas en el artículo 8° de la Ley Nº26.862. No se considerará como situación de 

preexistencia, en los términos del artículo 10 de la Ley Nº26.682, la condición de infertilidad o la 

imposibilidad de concebir un embarazo.” A su vez, el artículo 10 de la misma ley reza: “Las 

disposiciones de la presente ley son de orden público y de aplicación en todo el territorio de la 

República. Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a sancionar, para el 

ámbito de sus exclusivas competencias, las normas correspondientes.” El Decreto N° 956/13, 

reglamentario de la Ley transcripta, en su artículo 10 dispone: “Las respectivas autoridades 

sanitarias de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, deberán adoptar los 

recaudos tendientes a la efectiva implementación de la Ley en el ámbito de sus competencias, 

incluyendo las previsiones presupuestarias correspondientes.” La Ley Nº 472, de creación de la 

ObSBA, le atribuye carácter de Ente Público no estatal, organizada como instituto de 

administración mixta con capacidad de derecho público y privado, contando con individualidad 

jurídica y autarquía administrativa y económico financiera. A su vez, ordena que ésta se regirá por 

sus propias previsiones, las disposiciones que adopten sus órganos de conducción, la ley N° 153 –

Ley Básica de la Salud–, y en forma supletoria y en lo que resultare pertinente, por las 

estipulaciones de orden nacional contenidas en las Leyes Nros. 23.660 y 23.661, normas 

reglamentarias, complementarias y concordantes (cfme. art. 2°). Por su parte, por Resolución N° 

133-ObSBA-06 –que actualizó la Disposición N° 56-ObSBA-04– se aprobó la aplicación, en el 

ámbito de la ObSBA, del Programa Médico Obligatorio (PMO). Ante las circunstancias de los 

actores, y a la luz de las obligaciones emergentes de las leyes citadas, es dable concluir que la 

pretensión de la parte actora –la cobertura del tratamiento de alta complejidad con Ovodonación, 

criopreservación embrionaria y columnas de Anexina – se enmarca en un todo dentro de las 

previsiones de la ley nacional N° 26.862. Ciertamente, pese a lo indicado por la accionada al 

rechazar la pretensión de la actora, la ovodonación se encuentra expresamente contemplada en 

los arts. 2° y 8° de la ley nacional 26.862 y 2° y 8° del decreto reglamentario 956-2013. Más aún 

cuando, como se ha indicado, dicha práctica fue incluida en el Programa Médico Obligatorio 

(PMO), al que la propia accionada sujetó su accionar mediante el dictado de la resolución 133-

ObSBA-06. En igual sentido se ha expedido la Sala II de la Cámara de Apelaciones del fuero en 

autos “F.C.V y otros c/ Obra Social de Buenos Aires (OBSBA) s/ incidente de apelación” Expte. 

A3662-2015/1, sentencia del 26 de febrero de 2016, y en autos “O. M. J. c/ ObSBA s/ incidente de 

apelación” Expte. A37745- 2015/1, oportunidad en la cual ordenó a la ObSBA que brindara a la 

actora la cobertura integral del tratamiento de fertilización médicamente asistida de alta 

complejidad a través de inyección intracitoplasmática de espermatozoides (FIV-ICSI), con 

ovodonación y columnas de anexinas. Para así decidir entendió que “parecería indudable que las 

circunstancias por las cuales la demandante y su pareja -adherente a la pretensión formal y 

materialmente hablando (v. fs. 43 vta.)- se ven impedidos de procrear representarían un 

desmedro en su salud y, por ende, existiría un derecho enteramente pasible de protección”. Por 

otro lado, sostuvo que “no pareciera posible desconocer sin más -o intentar hacerlo, o sujetar 

irremediablemente el reconocimiento a actividad alguna de la demandadalos términos en los que 

en la normativa se estipula el acceso a las técnicas de reproducción asistida. Más aun cuando 

quien se encuentra atribuido del poder reglamentario se ha expedido en términos todavía de 



mayor contundencia. En efecto, repárese en que, en el artículo 10 del decreto N°956/13, se ha 

dispuesto que ´[l]as respectivas autoridades sanitarias de las jurisdicciones provinciales y de la 

CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, deberán adoptar los recaudos tendientes a la efectiva 

implementación de la Ley en el ámbito de sus competencias, incluyendo las previsiones 

presupuestarias correspondientes´ (el destacado no es del original). Así, en este marco, la 

invocación, por parte de la ObSBA, de que su actividad propia se encuentra regida sólo por las 

disposiciones internas dictadas por su directorio, desconociendo de modo categórico el alcance de 

la normativa nacional indicada, cuanto menos desde la perspectiva de evaluación que permite 

esta etapa liminar del proceso, no podría constituirse en un elemento de convicción idóneo para 

avalar una conducta como la aquí denunciada por la actora, y acreditada con las constancias hasta 

ahora aportadas a la causa. Permitir una conducta del tipo indicado importaría desde ya, y para el 

caso, restar toda validez legal a las previsiones normativas contenidas en la ley N°26.862, lo cual, 

como correlato, se traduciría en un obstáculo para la vigencia de los derechos consagrados, del 

modo apuntado, en la norma nacional. En segundo lugar, y también teniendo en cuenta lo 

precedentemente señalado, al menos ante este análisis primario de la cuestión, no pareciera que 

las disposiciones de la ley N°26.862 tuvieran, como refiere la demandada, carácter meramente 

indicativo. Tal postulación quedaría desvirtuada, en principio, por la naturaleza de orden público 

de sus disposiciones y por los términos en que en la norma reglamentaria se impone la necesidad 

de adoptar medidas para la efectiva implementación de sus previsiones en el ámbito de la ciudad 

(v. CSJN in re “L.E.H. c/ O.S.E.P. s/ amparo”, del 01/09/15)” (conf. CCAyT CABA Sala II in re “O. M. J. 

c/ ObSBA s/ incidente de apelación” Expte. A37745-2015/1, sentencia del 8 de marzo de 2016). De 

este modo, frente al diagnóstico médico efectuado a los actores y ante lo prescripto por la 

normativa vigente en la materia –precedentemente reseñada–, es dable concluir que la negativa 

por parte de la ObSBA a cubrir a los actores el tratamiento de fertilización asistida de alta 

complejidad que requieren, resulta una conducta manifiestamente arbitraria e ilegítima por parte 

de la demandada que colisiona palmariamente con las normas que regulan la materia y lesiona en 

forma cierta y actual los derechos reproductivos y el derecho a la salud de los amparistas. 

Corresponde pues, admitir la demanda. Sólo resta agregar, en cuanto al alcance de la condena, 

que conforme el artículo 8 del Decreto N° 956/13, reglamentario de la Ley N° 26.862, transcripto 

más arriba, los actores tienen derecho a acceder a tres tratamientos anuales de reproducción 

médicamente asistida con técnicas de alta complejidad (conf. CSJN, “Y., M. V. y otro c/ IOSE s/ 

amparo de salud (CCF 4612/2014/CS1), sentencia del 14 de agosto de 2018, y Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, en pleno, G.C. y otro c/ Obra Social del Poder Judicial 

de la Nación s/ amparo de salud (N° 1773/2017) del 28 de agosto de 2018). IV.- Atento el modo y 

los fundamentos con que se resuelve la cuestión y se acoge la pretensión de la parte actora, se 

imponen las costas a la demandada vencida, en virtud del principio general establecido en el 

artículo 62 del CCAyT aplicable en virtud del artículo 28 de la Ley Nº 2145. Por todo lo expuesto a 

lo largo de la presente, FALLO: 1º) Haciendo lugar a la demanda de amparo incoada contra la Obra 

Social de la Ciudad de Buenos Aires. En consecuencia, se ordena a la ObSBA que brinde cobertura 

integral a los coactores S.N.C (DNI N° xx.xxx.xxx) y C.S.A (DNI N° xx.xxx.xxx), para la realización del 

Tratamiento FIV/ICSI por Ovodonación, Congelamiento de Embriones, Columnas de Anexina, en el 

Centro de Salud Reproductiva Ser S.A., conforme certificado médico de fs. 29/30, hasta tanto los 



médicos tratantes lo consideren necesario en función de las probabilidades de éxito del 

tratamiento, en el número de tres tratamiento anuales. 2°) Imponiendo las costas del proceso a la 

demandada vencida (artículo 62 CCAyT). 3º) En atención a lo dispuesto por los arts. 3, 14, 16, 17, 

23, 51 y conc. de la Ley N° 5134, el mínimo establecido en la normativa aplicable es de 20 UMA= 

$41020,00.-, toda vez que cada UMA representa $ 2051,00.-, conforme el art. 20 de la Ley citada y 

el art. 3 de la Res. Presidencia del CM N° 369/2018; no obstante, por economía procesal y 

conforme el criterio sentado por la Sala II de la Cámara de Apelaciones del Fuero en los autos 

“B.M.A C/ GCBA S/ AMPARO POR MORA”, EXP. A42544-2014/0, en atención a la naturaleza, 

extensión e importancia de la labor desarrollada (ver presentaciones de fs. 1/ 11, 32, 34, 37, 49, 

62, 65, 81, 97, 104 y 113), regulo los honorarios de la Dra. Marina Inés BOTTO en su carácter de 

letrada patrocinante de la actora, en la suma de pesos veinte mil quinientos diez ($ 20.510,00), los 

que deberán ser abonados dentro de los diez (10) días de notificada la presente. 4º) Regístrese, 

notifíquese a las partes por cédula y a la Sra. Fiscal en su despacho y oportunamente, archívese.- 

Osvaldo O. Otheguy Juez Contencioso Administrativo y Tributario Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires  
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